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Temas: 
DERECHO DE PETICIÓN / CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO. [C]omo frente al presente asunto se pronunció oportunamente la Unidad Nacional de Protección, quien a través de la Jefe de la Oficina Jurídica manifestó que no es cierto que se hayan desatendido las solicitudes elevadas por el accionante, sino que dos de ellas, que fueron instauradas el año pasado, se remitieron con la documentación incompleta, como así se le hizo saber a él, de este modo, se observa en el folio 57 del expediente que mediante oficio remitido a la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda el 19 de julio de 2016, se le solicitó la complementación de los mismos, indicándole cuáles eran los documentos imprescindibles para poder darle tramite a su petición, así mismo, en los folios 59 y 60 se encuentra otro memorial del 23 de septiembre de 2016, dirigido al señor Martín Siagama Gutiérrez, donde le explican que si su pretensión es la de obtener la protección del programa en razón de un riesgo por ostentar la calidad de dirigente de un grupo étnico, tenía el deber de acreditar ese rol, documento que según la encartada no fue debidamente aportado por el señor Siagama Gutiérrez.  No obstante, afirmó la entidad accionada que como con el traslado que se le dio del auto admisorio de la presente solicitud de amparo constitucional se encuentra la respectiva certificación que avala que el señor Martín es Gobernador Mayor del Cabildo Indígena, se procedió a dar inicio al respectivo procedimiento que para el caso establece la ley vigente, ello es, la respectiva evaluación de las condiciones de riesgo en las cuales se encuentra en la actualidad, para efectos de establecer si es pertinente o no brindarle el esquema de seguridad que reclama. Teniendo en cuenta lo anterior, encuentra esta Corporación que en el presente asunto es clara la carencia actual de objeto, argumento suficiente para declarar la existencia de un hecho superado, tal como lo ha señalado la Corte Constitucional en situaciones como la ahora presentada, cuando antes de adoptarse la decisión en sede constitucional, se restablece el derecho fundamental conculcado.   
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ASUNTO
Procede la Sala a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión de la acción de tutela promovida por el señor MARTÍN SIAGAMA GUTIÉRREZ en contra del MINISTERIO DEL INTERIOR Y LA UNIDAD NACIONAL DE PROTECCIÓN, por la presunta vulneración de sus derechos fundamentales a la vida, la seguridad, la movilidad y la integridad física.
ANTECEDENTES

Manifestó el accionante que pertenece a la comunidad étnica Embera Chamí, asentada en el Resguardo Unificado Chamí del Río San Juan, en zona rural del municipio de Pueblo Rico, Risaralda. 
En el año 2009, posterior a la celebración de una reunión interinstitucional, mientras se desempeñaba como Consejero Mayor del Consejo Regional de Autoridades Tradicionales Indígenas de Risaralda (CRIR), recibió la amenaza de que si no renunciaba a dicha organización, correría peligro su vida y la de su familia, situación que fue puesta en conocimiento de la Fiscalía General de la Nación y la Defensoría del Pueblo, además elevó en esa oportunidad una solicitud a la Unidad Nacional de Protección, sin recibir respuesta al respecto por parte de esta última. 

La situación descrita lo obligó a desplazarse a esta ciudad, para posteriormente ser reconocido por la Unidad Administrativa para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas como víctima del conflicto armado. No obstante, regresó a su territorio voluntariamente en el año 2010, teniendo en cuenta las dificultades que sufría con su familia aquí.    

Refiere que a pesar de tener en la actualidad derecho a un cupo para la mesa municipal de víctimas de Pueblo Rico, no se le ha designado por motivos de seguridad, teniendo en cuenta las amenazas que ha recibido. 

Además, actualmente funge como Gobernador Mayor del Cabildo Indígena del Resguardo Unificado Chamí del Río San Juan, y precisamente por su condición de líder de la comunidad ha recibido de forma personal y directa varias amenazas en contra de su vida y la de su familia, incluso, de forma indirecta hacia los demás líderes de esos asentamientos indígenas. 

Así las cosas, y como quiera que en el año 2016, cuando ya se encontraba posesionado como Gobernador Mayor recibió nuevas amenazas, presentó una nueva solicitud a la Unidad Nacional de Protección el 7 de septiembre de 2016, pero tampoco obtuvo resultado, pues no recibió ninguna respuesta. 
Por otra parte, la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda ha emitido varios informes de riesgo (002 del año 2013, 026 de 2016 y 010 de 2017) en los que ha advertido la situación de riesgo de las comunidades mestizas e indígenas del municipio de Pueblo Rico, por la presencia de grupos armados al margen de la ley.  

Señaló que actualmente persisten las amenazas, pues en el territorio indígena y zonas aledañas hay presencia de personas desconocidas y encapuchadas que indagan por el paradero de los líderes de la comunidad indígena, hechos todos que se han puesto en consideración de las autoridades competentes, pero ello no ha sido suficiente para que se le brinde a él y a su familia la respectiva protección. 

Por lo anterior, pretende que la Judicatura proteja sus derechos fundamentales, y en consecuencia le ordene a la Unidad Nacional de Protección que le proporcione un esquema de seguridad que le permita desarrollar su vida personal y comunitaria con tranquilidad, ordenando el acompañamiento cuando por razón de su actividad deba desplazarse a un municipio distinto del cual reside, incluyendo los miembros de su familia si es necesario. 
TRÁMITE PROCESAL:

La presente acción de tutela se recibió en este Despacho el 13 de septiembre de 2017, y se avocó su conocimiento por medio de auto del día siguiente en contra de la Unidad Nacional de Protección y el Ministerio del Interior, además se dispuso en dicho proveído la vinculación de la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda y la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, así mismo, se negó la medida provisional solicitada por el actor, en el sentido de brindarle previo al fallo de tutela el esquema de seguridad que con la misma requiere, puesto que no se encontraron elementos de juicio suficientes para inferir la inminencia de la amenaza que incidieran para tomar medidas urgentes que no pudieran esperar una decisión de fondo. 

Posteriormente, mediante auto del 19 de septiembre de 2017 se ordenó la vinculación oficiosa del Comité de Evaluación de Riesgo y Recomendación CERREM, al Grupo de Valoración Preliminar GVP de la Unidad Nacional de Protección, la Personería de Pueblo Rico Risaralda, y la Dirección Seccional de Fiscalías de Risaralda, corriendo traslado esta última a la Fiscalía 23 Seccional de Apía, Risaralda.  
RESPUESTA DE LOS ACCIONADOS:
Defensoría del Pueblo Regional Risaralda: contó que esa Agencia recibió el 7 de julio de 2016 una solicitud de protección y/o medida cautelar por parte del Gobernador Mayor del Resguardo Indígena Unificado del Río San Juan, en la cual ponía en conocimiento la situación de amenaza contra su vida e integridad personal que al parecer se derivó de la Minga Indígena realizada en el municipio de Pueblo Rico. 

Así las cosas, de conformidad con las funciones que le asisten a esa Defensoría, entre otras, de tramitar las solicitudes o quejas para abogar por las inquietudes presentadas por los ciudadanos, remitió la solicitud vía correo electrónico en la misma fecha, solicitándole a la Unidad Nacional de Protección y a la Dirección Seccional de Fiscalías, tomar en el marco de sus competencias, las medidas necesarias para garantizar la vida e integridad personal del hoy accionante. 

Por lo tanto, como su responsabilidad radicaba en remitir a quien correspondiera, la petición presentada por el accionante, solicitó su desvinculación del presente trámite.  
Ministerio del Interior: expuso que carece de legitimación por pasiva, puesto que desde el 1º de noviembre de 2011 esa Cartera Ministerial trasladó a la Unidad Nacional de Protección el programa reglamentado por el Decreto 1066 de 2015, en cumplimiento del Decreto 4065 de 2011, acorde con los cuales, la UNP ostenta autonomía para resolver los asuntos que son de su competencia, como el presente, pues le corresponde definir las medidas y la manera como se implementan y operativizan los esquemas de seguridad.    

Unidad Nacional de Protección: manifestó que en lo que tiene que ver con las amenazas a las cuales ha hecho alusión el accionante, éstas serán tenidas en cuenta en el trámite del estudio de nivel de riesgo que se adelantará en su favor. 
Respecto del tema, hizo alusión a lo que ha dicho la Corte Constitucional para determinar las características de una amenaza, de acuerdo al Decreto 1066 de 2015, adicionado y modificado por el Decreto 567 de 2016, siendo estas: 1. Que sea específico e individualizable, 2. Que sea concreto, fundado en acciones o hechos particulares y manifiestos y no en suposiciones abstractas, 3. Que sea presente, no remoto ni eventual, 4. Que sea importante, es decir, que amenace con lesionar bienes jurídicos protegidos, 5. Que sea serio de materialización probable por las circunstancias del caso, 6. Que sea claro y discernible, 7. Que sea excepcional en la medida en que no debe ser soportado por la generalidad de los individuos, 8. Que sea desproporcionado frente a los beneficiarios que derivan la persona de la situación por la cual se genera el riesgo. 
Tales condiciones deben ser evaluadas por esa Unidad en el estudio de riesgo al cual ya se le dio inicio para determinar la conexidad y el contexto de las denuncias, sin perjuicio de las demás investigaciones que deben adelantar las autoridades competentes en el tema. 

Explicó que esa entidad recibió la solicitud de protección elevada por el señor Siagama Gutiérrez, y a la misma se le dio el trámite correspondiente al caso, así: 
· mediante oficio OFI17-00030526 del 19 de julio se le dio respuesta a la solicitud elevada por la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda, en la cual se le solicitó complementar la documentación para poder dar inicio al estudio de nivel de riesgo. 

· El 7 de septiembre de 2016 se recibió por parte del accionante el formulario diligenciado y un comunicado para la opinión pública, pero no acreditó su condición de líder indígena, por ello, mediante oficio del 23 de septiembre se le solicitó esa documentación, sin que la misma fuera aportada por él.    

Explicó que las personas interesadas en ser acogidas por el Programa de Prevención y Protección que lidera esa entidad deben reunir todos los requisitos que el mismo establece, como son, pertenecer a una de las poblaciones descritas en el artículo 2.4.1.2.6 del Decreto 1066 de 2015, adicionado y modificado por el Decreto 567 de 2016, y que además, exista un nexo causal entre el riesgo y las actividades o funciones que desempeña el solicitante de protección, de acuerdo al artículo 2.4.1.2.2 Ibídem. 

De este modo, advirtió el trámite que se le impartirá al caso concreto, teniendo en cuenta que ante los documentos adjuntos que se le allegaron con la remisión del auto admisorio de la presente acción, se encuentra la certificación de la calidad de líder indígena que ostenta el accionante, por lo tanto, se deberán hacer ciertas verificaciones con las autoridades locales, y se deberá emitir un concepto al respecto por parte del Grupo de Valoración Preliminar sobre el nivel de riesgo presentado, para posteriormente presentar el caso ante el Comité de Evaluación de Riesgo y Recomendación de Medidas, quien decidirá sobre la implementación o no de las medidas solicitadas; proceso que contempla como plazo máximo para la realización del estudio, el de 30 días.    
De acuerdo a lo anterior, manifestó que en el presente asunto se ha presentado el fenómeno de la carencia actual de objeto por hecho superado. 

Dirección Seccional de Fiscalías de Risaralda: informó que la investigación del caso mencionado por el accionante, relacionado con la ocurrencia de unas posibles amenazas en su contra, se encuentra en conocimiento de la Fiscalía 23 Seccional de Apia, Risaralda, a quien le corrió traslado del escrito respectivo.
Fiscalía 23 Seccional de Apia, Risaralda: dijo que a ese Despacho le correspondió adelantar la investigación por la denuncia instaurada por el señor Martín Siagama, en la cual informó de forma general que al interior de las comunidades indígenas se observa gente extraña, al parecer de grupos al margen de la ley, que generan temor en los habitantes del territorio, que además se han observado al interior del Resguardo vehículos particulares de alta gama y motocicletas de alto cilindraje, con personas no conocidas en la comunidad, quienes sin identificarse han preguntado por los líderes del resguardo expresando intención de reclutar a desmovilizados, milicianos, gobernadores, atribuyéndole ese actuar a grupos ilegales como las FARC y el ELN, desconociendo nombres, identificaciones, alias, lugares de residencia, etc. 

En ese sentido, argumentó que no ha existido una intimidación directa en contra del señor Martín Siagama, pues sólo se informa sobre la presencia de personas extrañas al interior del resguardo, sin que se haya podido establecer que se trate de personas al margen de la ley. 
Refirió que la fiscalía adelantó el respectivo programa metodológico y ha recepcionado entrevistas, pero con la información con que cuenta en este momento no ha sido imposible establecer cuáles son las personas que han estado en las comunidades indígenas preguntando por sus líderes, ni tampoco la intención o motivo de su presencia al interior de los resguardos, debido a que son personas según el quejoso ajenas a la comunidades indígenas.

También expuso que existen dos investigaciones penales promovidas por el señor Martín Siagama, una de ellas por el delito de daño en los recursos naturales en la vereda Sinai del municipio de Pueblo Rico, lugar a donde llegó la Policía Nacional y la CARDER e inmovilizaron e incautaron dos retroescavadoras y capturaron a la persona que estaba cuidando la maquinaria, según información entregada por el denunciante, lo cual al parecer le creó problemas internos con la misma comunidad, pues él desconocía que sus antecesores habían otorgado los permisos para la construcción de esa vía. 

Así las cosas, no se cuenta con información, ni elementos materiales probatorios que configuren la tipificación de la conducta delictiva como tal.
Personería de Pueblo Rico: señaló que el señor Martín Siagama Gutiérrez acudió a esa Agencia del Ministerio Público para solicitar apoyo respecto a las diligencias que debía adelantar ante la Unidad Nacional de Protección, razón por la cual se diligenció el formulario petitorio ante esa Unidad el 7 de septiembre de 2016.
Así mismo, el 15 de septiembre recibió comunicación por parte de la UNP, requiriendo colaboración para comunicarle al accionante el inicio del proceso ordinario para atender su caso, trámite que inició en esa misma fecha, y además anunciaron que se haría un trabajo de campo para verificar sus condiciones de seguridad. 
Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas: discutió que esa Unidad carece de legitimación por pasiva, puesto que no tiene asignada la competencia para brindar el esquema de seguridad que reclama el accionante.     

CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

Le corresponde determinar a esta Corporación, si las entidades accionadas ha vulnerado en forma alguna los derechos fundamentales señalados por el actor, al no atender su solicitud de protección como líder de la comunidad indígena Embera Chamí del Río San Juan, por las presuntas amenazas de las cuales ha sido víctima. 
De acuerdo con la Carta Política, Colombia es un Estado social y democrático de derecho, lo que se traduce en la concepción humanista del Estado que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona, por ello, el reconocimiento de la primacía de los derechos y las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos efectivos para la protección y aplicación de los mismos. 

La tutela es un instrumento confiado por la Carta Política en su artículo 86 a los Jueces cuya justificación se contrae a brindar a quien la reclama la posibilidad de acudir, sin mayores requerimientos, a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales que estima han sido transgredidos por la acción u omisión de una autoridad pública o de los particulares, de manera excepcional, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución Política colombiana. 

La Sala parte de la consideración que en efecto, la acción de tutela es un derecho Constitucional y como tal, puede ser reclamada por cualquier persona en todo momento y lugar ante los jueces de la República, para la protección de sus derechos fundamentales; pero, esta facultad no es absoluta, dado que existen unos límites de tal suerte que no degenere en abuso del derecho.

Del derecho a la seguridad personal:
Este derecho ha sido reconocido por diferentes estatutos internacionales ratificados por Colombia como lo son, la Declaración Universal de Derechos Humanos (art. 3º), la Convención Americana de Derechos Humanos (artículo 7º), y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (art. 9º); Además, ha dicho la Corte Constitucional
 que ese derecho se establece a partir de una lectura sistemática del artículo 2º de la Constitución Política, que indica en su texto que uno de los fines del estado es proteger a todos los residentes de Colombia en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades.

En ese orden, si bien se reconoce el derecho a la seguridad personal como fundamental y susceptible de protección vía tutela, también es cierto que la misma Corporación constitucional estableció en la sentencia T-719 de 2003, que los hechos materia de discusión deben poder clasificarse en los niveles de riesgo extraordinario o extremo, indicando que para ello deben verificarse las siguientes características:
“i) debe ser específico e individualizable, es decir, no debe tratarse de un riesgo genérico; (ii) debe ser concreto, es decir, estar basado en acciones o hechos particulares y manifiestos, y no en suposiciones abstractas; (iii) debe ser presente, esto es, no remoto ni eventual; (iv) debe ser importante, es decir, que amenace con lesionar bienes o intereses jurídicos valiosos para el sujeto, por lo cual no puede tratarse de un riesgo menor; (v) debe ser un riesgo serio, de materialización probable por las circunstancias del caso, por lo cual no puede ser improbable; (vi) debe tratarse de un riesgo claro y discernible, no de una contingencia o peligro difuso; (vii) debe ser un riesgo excepcional, en la medida en que no es uno que deba ser soportado por la generalidad de los individuos; y (viii) debe ser desproporcionado, frente a los beneficios que deriva la persona de la situación por la cual se genera el riesgo”.
Posteriormente ese mismo Juez Colegiado indicó:

“(…) Así, lo definitivo para determinar si se vulneró o no el derecho a la seguridad personal es que la circunstancia en la que se encuentra el ciudadano sea excepcional o extrema, puesto que los mensajes, riesgos, intimidaciones o amenazas recibidas son específicos e individualizables, concretos, presentes, importantes, serios, claros, excepcionales y desproporcionados. Cuando ello ocurre, independientemente de que la escala etiquete el evento como un riesgo o una amenaza, la acción de tutela para proteger el derecho a la seguridad personal se torna procedente.”
 
Régimen legal de los programas a protección a la seguridad personal:

La Ley 418 de 1997 dispuso en su artículo 81 la creación de un programa de protección para personas que se encuentren en situación de riesgo inminente contra su vida, integridad, seguridad o libertad, por causas relacionadas con la violencia política o ideológica, o con el conflicto armado interno, y que pertenezcan a alguna de las siguientes categorías:  dirigentes o activistas de grupos políticos y especialmente de grupos de oposición; dirigentes o activistas de organizaciones sociales, cívicas y comunales, gremiales, sindicales, campesinas y de grupos étnicos; entre otros.
En concordancia con el artículo 81 de la Ley 418 de 1997, modificada y prorrogada por las Leyes 548 de 1999, 782 de 2002, 1106 de 2006 y 1421 de 2010, y en correlación con el artículo 15 numeral 3 del Decreto Ley 2893 de 2011; se dictó el Decreto-Ley 4065 del 31 de octubre de 2011, por medio del cual se creó la Unidad Nacional de Protección, se estableció su objetivo y su estructura, cual es “articular, coordinar y ejecutar la prestación del servicio de protección a aquellas personas que determine el Gobierno Nacional, que por virtud de sus actividades y condiciones o en razón al ejercicio de un cargo público, se encuentren en situación de riesgo extraordinario o extremo de sufrir daños contra su vida, integridad, libertad y seguridad personal.”

En consonancia con ello, el Decreto 567 de 2016 regula todo un procedimiento para determinar no sólo el nivel de riesgo en que se encuentra una persona o grupo social, sino también, para determinar el tipo de esquema de seguridad que se le debe brindar según ese nivel de riesgo. Igualmente, se tiene que para que opere cualquiera de las medidas de protección, la persona que la solicita debe de estar clasificada en un nivel de riesgo extraordinario o extremo los cuales están definidos en el mismo Decreto.
Así las cosas, a la luz de las normas y la jurisprudencia vigente se encuentra que para solicitudes como las del accionante se ha diseñado un procedimiento que le permite a las autoridades especializadas en la materia, determinar el grado de riesgo en que se encuentra una persona, bien sea como consecuencia de su cargo (Presidente de la República, Ministros, Alcaldes, Gobernadores, Senadores, etc.) o por las funciones que desarrolla (defensor de derechos humanos, activista sindical, líder comunitario en restitución de tierras, entre otros); indicando que para cada uno de los casos el esquema de seguridad es diferente
Caso concreto: 

Frente al caso del señor Martín Siagama Gutiérrez, a pesar de que dentro del libelo se puede observar que efectivamente ha puesto en conocimiento de diferentes autoridades y entidades la existencia de amenazas en su contra, también es cierto que de los documentos aportados por él, no es posible determinar que en la actualidad su vida se encuentre en riesgo inminente, especialmente porque en momento alguno ha señalado a alguien de forma directa como generador de las mismas.

Aunado a lo anterior, se tiene que las órdenes para la asignación de un determinado esquema de seguridad corresponden a personas e instituciones del orden estatal especializadas en seguridad personal, no a un Juez de tutela, situación que ha dejado plasmada la Corte Suprema de Justicia: 

“(…) la definición del esquema de seguridad más apropiado para atender su situación es un asunto que escapa de la competencia del juez constitucional, pues tales cuestiones deben ser definidas por expertos en la materia. En efecto, esta Sala de la Corte ha determinado, frente a situaciones similares a las que aquí se examina, que “(…) existen autoridades especialistas en la evaluación de los riesgos de personas con particulares condiciones de vulnerabilidad, que son las competentes para determinar el nivel de riesgo y las medidas pertinentes para afrontarlo. Por ello, no puede el actor solicitar específicamente el suministro de un apoyo económico, como el apoyo de reubicación temporal, ni puede el juez de tutela controvertir o revaluar las conclusiones de los expertos en la materia, para ordenar directamente la ejecución de medidas de protección.” Sentencia del 27 de julio de 2010, Rad. 29087.        

Así las cosas, la pretensión del actor de que se le asigne un esquema de seguridad determinado no resulta procedente por la vía de la acción de tutela, además de que la consideración fundamental de la providencia impugnada, relativa a que las medidas que han sido adoptadas no son adecuadas, no resulta acertada. Ello en virtud de que, se insiste, el juez de tutela no es el llamado a definir cuál programa de seguridad puede ser más eficiente en la protección de una determinada persona con condiciones especiales de vulnerabilidad, pues para ello existen otros procedimientos autónomos, técnicos y lo suficientemente idóneos.”
   

En conclusión, esta Sala no puede acoger la solicitud del actor en cuanto a que le sea asignado por esta vía un determinado esquema de seguridad que cumpla las condiciones que él ha descrito en su libelo, no sólo porque no se evidencia, como se indicó en precedencia, que el riesgo en el cual dice hallarse sea actual, inminente y cierto, sino también porque ello es una cuestión que legalmente le corresponde determinar a la Unidad Nacional de Protección, entidad que cuenta con los recursos técnicos, humanos y financieros para establecer si lo sugerido por el señor Martín como lo necesario para la protección de su vida e integridad personal es realmente así.

Sin embargo, como frente al presente asunto se pronunció oportunamente la Unidad Nacional de Protección, quien a través de la Jefe de la Oficina Jurídica manifestó que no es cierto que se hayan desatendido las solicitudes elevadas por el accionante, sino que dos de ellas, que fueron instauradas el año pasado, se remitieron con la documentación incompleta, como así se le hizo saber a él, de este modo, se observa en el folio 57 del expediente que mediante oficio remitido a la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda el 19 de julio de 2016, se le solicitó la complementación de los mismos, indicándole cuáles eran los documentos imprescindibles para poder darle tramite a su petición, así mismo, en los folios 59 y 60 se encuentra otro memorial del 23 de septiembre de 2016, dirigido al señor Martín Siagama Gutiérrez, donde le explican que si su pretensión es la de obtener la protección del programa en razón de un riesgo por ostentar la calidad de dirigente de un grupo étnico, tenía el deber de acreditar ese rol, documento que según la encartada no fue debidamente aportado por el señor Siagama Gutiérrez. 

No obstante, afirmó la entidad accionada que como con el traslado que se le dio del auto admisorio de la presente solicitud de amparo constitucional se encuentra la respectiva certificación que avala que el señor Martín es Gobernador Mayor del Cabildo Indígena, se procedió a dar inicio al respectivo procedimiento que para el caso establece la ley vigente, ello es, la respectiva evaluación de las condiciones de riesgo en las cuales se encuentra en la actualidad, para efectos de establecer si es pertinente o no brindarle el esquema de seguridad que reclama.    
Teniendo en cuenta lo anterior, encuentra esta Corporación que en el presente asunto es clara la carencia actual de objeto, argumento suficiente para declarar la existencia de un hecho superado, tal como lo ha señalado la Corte Constitucional en situaciones como la ahora presentada, cuando antes de adoptarse la decisión en sede constitucional, se restablece el derecho fundamental conculcado. De allí que la Corte Constitucional haya dicho: 
“La Corte Constitucional ha sostenido en numerosas oportunidades que se configura un hecho superado cuando en el trámite de la acción sobrevienen circunstancias fácticas, que permiten concluir que la alegada vulneración o amenaza a los derechos fundamentales ha cesado. Cuando ello ocurre, se extingue el objeto jurídico sobre el cual gira la tutela, de tal forma que cualquier decisión al respecto resulta inocua. El hecho superado se restringe a la satisfacción por acción u omisión de lo pedido en tutela. Por ello, no depende necesariamente de consideraciones sobre la titularidad o la existencia efectiva de la vulneración de los derechos.”

En este sentido, la sentencia SU-540 de 2007 sostuvo que: 

“Si lo pretendido con la acción de tutela era una orden de actuar o dejar de hacerlo y, previamente al pronunciamiento del juez de tutela, sucede lo requerido, es claro que se está frente a un hecho superado, porque desaparece la vulneración o amenaza de vulneración de los derechos constitucionales fundamentales o, lo que es lo mismo, porque se satisface lo pedido en la tutela, siempre y cuando, se repite, suceda antes de proferirse el fallo, con lo cual ‘la posible orden que impartiera el juez caería en el vacío”. 

“De este modo, cuando el juez constitucional verifica la existencia de un hecho superado debe declarar la carencia actual de objeto y, de manera excepcional, si estima indispensable pronunciarse respecto del fondo del asunto por la gravedad de la vulneración del derecho invocado, podrá emitir consideraciones adicionales sin proferir otro tipo de órdenes”.
 

Sin embargo, a pesar de que la Sala no está en capacidad de realizar un juicio sobre la aptitud de las medidas de seguridad que pretende recibir el actor, sí considera pertinente y teniendo en cuenta que ya realizó la solicitud formal de estudio de riesgo ante la UNP, instar a la Unidad Nacional de Protección para que le impriman celeridad a los trámites necesarios, tanto para definir el nivel de riesgo del señor Siagama Gutiérrez, como para establecer y brindarle el esquema de seguridad que sea pertinente y adecuado.
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE
PRIMERO: DECLARAR la existencia de un hecho superado en la presente acción de tutela instaurada por el señor MARTÍN SIAGAMA GUTIÉRREZ, ello por las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 

SEGUNDO: INSTAR a la UNIDAD NACIONAL DE PROTECCIÓN para que le impriman celeridad a los trámites necesarios, tanto para definir el nivel de riesgo del señor Siagama Gutiérrez, como para establecer y brindarle el esquema de seguridad que sea pertinente y adecuado.
TERCERO: ORDENAR notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional sentencia T-719 de 2003.


� Corte Constitucional, sentencia T-750 de 2011.


� Decreto 567 de 2016


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Tutelas- Sala de Casación Laboral, Rad. No. 37943 del 24 de abril de 2012, M.P. Dr. Rigoberto Echeverri Bueno. 


� Sala Novena de Revisión, Sentencia T-727 de 13 de septiembre de 2010, MP. Luis Ernesto Vargas Silva
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